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RESUMEN / ABSTRACT: La Sección Quinta del Consejo de Estado armonizó el contenido

de lo dispuesto en los artículos 230 y 136-12 del anterior Código Contencioso Administrativo

y estableció que la reforma a la demanda cuando implicara la formulación de nuevos cargos

debía sujetarse al término de caducidad para el ejercicio de la acción electoral, de lo

contrario, de admitirse esta posibilidad se desnaturalizaría el proceso electoral, marcado por

los principios de celeridad y seguridad jurídica, , este término que es perentorio e

improrrogable estaría a disposición de los demandantes, quienes bajo la categoría de la

corrección estarían habilitados para presentar en el fondo una nueva demanda, cuando

legalmente dicha posibilidad ya hubiese caducado.
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HECHOS RELEVANTES



HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES:

1. En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, el ciudadano Carlos Mario Isaza Serrano,

demandó la constitucionalidad del artículo 278 (parcial) de la ley 1437 de 2011 (Código de

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), por considerarlo contrario a los

artículos 13, 40-6 y 229 de la Constitución Política.

2. La norma demandada: Artículo 278. Reforma de la demanda. La demanda podrá reformarse por una

sola vez dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación del auto admisorio de la demanda al

demandante y se resolverá dentro de los tres (3) días siguientes. Podrán adicionarse cargos contra el

acto cuya nulidad se pretende siempre que no haya operado la caducidad, en caso contrario se

rechazará la reforma en relación con estos cargos. Contra el auto que resuelva sobre la admisión de la

reforma de la demanda no procederá recurso”.

3. La demanda:

a. Frente al desconocimiento del artículo 13: indica que a quienes acuden a la administración

de justicia para ejercer la acción de nulidad electoral en defensa de la Constitución y la ley se

les vulnera su derecho a la igualdad, en razón a que el legislador estableció un trato

discriminatorio que se torna irrazonable y arbitrario entre quienes ejercen la acción de

nulidad electoral y quienes demandan en nulidad simple y nulidad y restablecimiento del

derecho.

b. Frente al desconocimiento del artículo 40-6 (Participación política): sostiene que se le

impide al demandante ejercer plenamente la acción de nulidad electoral porque una vez se

instaura la demanda se le restringe en el tiempo, sin justificación objetiva y razonable alguna,

la posibilidad de reformar la demanda con nuevos cargos si el término de caducidad ya ha

caducado.

c. Frente al desconocimiento del artículo 229: aduce que desconoce los tres pilares del derecho

a acceder a la administración de justicia, en los términos de la jurisprudencia constitucional, a

saber: “i) la posibilidad de acudir ante el juez competente, ii) que el problema planteado sea

resuelto y iii) que tal decisión se cumpla de manera efectiva…”.

ACTUACIONES PROCESALES:

4. Mediante auto del 14 de diciembre de 2012, el Despacho del Magistrado Sustanciador admitió la

demanda.

5. En atención a lo anterior, comunicó el presente proceso al Presidente del Congreso de la República y

al Ministerio de Justicia y del Derecho, e invitó a participar en el debate al Presidente del Consejo de

Estado, al Consejo Nacional Electoral, a la Academia Colombiana de Jurisprudencia, al Instituto



Colombiano de Derecho Procesal y a las universidades de los Andes, Nacional, Pontificia Bolivariana,

Javeriana, del Sinú –Seccional Montería-, Sergio Arboleda, Externado de Colombia y del Rosario.

Finalmente ordenó, en el término de fijación en lista, correr traslado del expediente al Procurador

General de la Nación para que rindiera el concepto de rigor.

TEMA PRINCIPAL

Término para reformar la demanda dentro del plazo de caducidad del medio de control Electoral

TEMAS COMPLEMENTARIOS

1. Libertad de configuración legislativa en el procedimiento judicial y en formas propias de cada juicio.

2. Derecho de acceso a la administración de justicia.

PROBLEMA(s) JURÍDICO(s)

¿El artículo 278 (parcial) de la Ley 1437 de 2011, al establecer que puede presentarse la reforma a la demanda

formulando nuevos cargos, siempre y cuando se respete el término de caducidad establecido para ejercer la

acción electoral, vulnera el derecho a la igualdad y limita los derechos de participación política y de acceso a la

administración de justicia?

TESIS

NO

PRECEDENTE  / RATIO DECIDENDI

La Sección Quinta del Consejo de Estado armonizó el contenido de lo dispuesto en los artículos 230 y 136-12

del anterior Código Contencioso Administrativo y estableció que la reforma a la demanda cuando implicara la

formulación de nuevos cargos debía sujetarse al término de caducidad para el ejercicio de la acción electoral,

de lo contrario, de admitirse esta posibilidad se desnaturalizaría el proceso electoral, marcado por los

principios de celeridad y seguridad jurídica, , este término que es perentorio e improrrogable estaría a

disposición de los demandantes, quienes bajo la categoría de la corrección estarían habilitados para presentar

en el fondo una nueva demanda, cuando legalmente dicha posibilidad ya hubiese caducado.

Con base en lo recogido en el artículo 278 del nuevo CPACA, se concluye que no toda reforma a la demanda

está sujeta a su presentación dentro del término de caducidad de la acción sino sólo aquella reforma que

implique la formulación de nuevos cargos a los inicialmente planteados. Esta Corporación encuentra que la



expresión demandada “siempre que no haya operado la caducidad, en caso contrario se rechazará la reforma

en relación con estos cargos” no desconoce el contenido del derecho al acceso a la administración de justicia

ni de participación política, porque no es una medida que se torne caprichosa en razón al fin constitucional

que persigue y, en consecuencia, a la naturaleza jurídica del proceso.

ARGUMENTO

1. Libertad de configuración legislativa en materia procesal: “La Corte Constitucional ha señalado

que según el artículo 150-2 de la C.P., le corresponde al Congreso de la República “[e]xpedir los

códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus disposiciones”. Con base en esta

competencia y en general en la importancia que la ley posee como fuente del Derecho, el Legislador

goza, por mandato constitucional, “de amplia libertad para definir el procedimiento en los procesos,

actuaciones y acciones originadas en el derecho sustancial” .

a. “En este sentido, al legislador le ha sido reconocida una amplia potestad de configuración

normativa en materia de la definición de los procedimientos judiciales y de las formas propias

de cada juicio , a partir de la cual, le corresponde “evaluar y definir las etapas, características,

términos y demás elementos que integran cada procedimiento judicial””.

2. Legitimidad en función de la razonabilidad y de la proporcionalidad: “De esta manera, aunque la

libertad de configuración normativa del legislador es amplia, tiene ciertos límites que se concretan en

el respeto por los principios y fines del Estado, la vigencia de los derechos fundamentales y la

observancia de las demás normas constitucionales”.

a. “Por otro lado, el legislador también puede establecer cargas procesales para ejercer los

derechos y libertades reconocidos en la norma superior, como puede ser el caso del debido

proceso y del acceso a la justicia, que implica así mismo el ejercicio de responsabilidades que

se pueden consolidar en el ámbito procesal y sustancial”.

3. Competencia legislativa en el término de la Caducidad: “…ha sido entendida como el plazo

perentorio y de orden público fijado por la ley, para el ejercicio de una acción o un derecho, que

transcurre sin necesidad de alguna actividad por parte del juez o de las partes en un proceso

jurídico…”

a. “Dígase ante todo que es función del legislador la de establecer los términos de caducidad de

las acciones y que, al fijar un determinado lapso para acudir a los estrados judiciales, aquél

goza de una discrecionalidad que, no siendo absoluta, sí implica, sin embargo, un margen

suficiente para evaluar, con base en la verificación que haga el Congreso sobre lo que ocurre



en el entorno social, cuál debería ser la extensión temporal reconocida a las personas para el

ejercicio de los mecanismos orientados a la iniciación de los procesos.”

b. “Para la Corte la fijación de un término breve no es per se inconstitucional. Debe ser

estudiado el fin que se persigue y los otros elementos normativos, a la luz del Derecho

sustancial, para definir si resulta o no razonable, proporcional y adecuado para el propósito de

asegurar el efectivo acceso a la administración de justicia y las garantías constitucionales.”

c. “Podría decirse, inclusive, que, dependiendo del telos de la norma, un plazo corto puede ser lo

indicado para garantizar el derecho que se pretende proteger, y, al contrario, uno demasiado

amplio -dentro de ciertos supuestos- podría conspirar contra el indicado objetivo. Y,

obviamente, puede ocurrir lo contrario.”

4. El derecho de acceso a la administración de justicia: En este sentido, el derecho a la administración

de justicia no se entiende concluido con la simple solicitud o el planteamiento de las pretensiones

procesales ante las respectivas instancias judiciales; sino que debe ser efectivo , por lo cual el mismo

no cumple su finalidad con la sola consagración formal de recursos y procedimientos, sino que

requiere que éstos resulten realmente idóneos y eficaces.

a. “De esta manera, el derecho de acceso a la administración de justicia no es absoluto, sino que

puede ser objeto de limitaciones y condicionamientos en su regulación legal , tales como los

“límites temporales dentro de los cuales debe hacerse uso de las acciones judiciales, o los

requisitos de procedibilidad para poner en movimiento el aparato judicial, -como exigir el

agotamiento previo de la vía gubernativa-, o condiciones al acceso a la justicia, como la

intervención mediante abogado o a la observancia de determinados requisitos de técnica

jurídica”.

5. El medio de control Electoral: La acción de nulidad electoral se tramita y decide a través de un

proceso especial cuyo objeto es determinar a la mayor brevedad la legalidad y conformidad con la

Constitución de los actos de elección por voto popular o por cuerpos electorales; de los actos de

nombramiento que expidan las entidades y autoridades públicas de todo orden; y de los actos de

llamamiento para proveer vacantes en las corporaciones públicas.

a. “También se resalta el corto término de caducidad para ejercer la acción, el cual en el

Código de Procedimiento actual se amplió de 20 a 30 días. Este lapso, que inicialmente puede

calificarse como breve, responde al mandato contenido en el parágrafo del artículo 264

Superior según el cual la jurisdicción contencioso administrativa debe decidir la acción de

nulidad electoral en el término máximo de 1 año, pero advierte que si los casos se tramitan en

un proceso de única instancia, el término para decidir no puede exceder el de 6 meses”.
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NO


